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	Hora: 
	5:00 p.m.

	Imputado: 
	José René Valencia Rodríguez y otros.

	Delito:
	Concierto para delinquir agravado

	Procedencia:
	Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.) con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra la decisión interlocutoria de fecha 22-04-09, por medio de la cual negó la nulidad solicitada en la audiencia de formulación de acusación.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.-  Da cuenta el escrito acusatorio, de la existencia de una organización delincuencial denominada “Cordillera”, dedicada al tráfico de estupefacientes y otros delitos en el municipio de Pereira, la que fue creada por los hermanos HERRERA ARRUBLA para extender los tentáculos que ya poseían en la capital de la República, concretamente en el sector conocido como “El Cartucho”. A consecuencia de la labor investigativa, se logró establecer la vinculación a esta organización de las personas que hoy aparecen como imputadas.
1.2.-  Con fecha 13-03-09, la Fiscalía General de la Nación presentó formal escrito de acusación dentro del cual formula cargos por la conducta de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, al tenor de lo dispuesto en el artículo 340, inciso 2º del Código Penal, con fines de narcotráfico, con el incremento de pena contemplado en el artículo 14 de la Ley 890 de 2004.
1.3.- El día 01-04-09, se llevó a cabo ante el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira la audiencia de Formulación de Acusación, dentro de la cual y en un comienzo, se escuchó la intervención del defensor de los acusados JOSÉ RENÉ VALENCIA RODRÍGUEZ y ANDRÉS CUESTA VARGAS, quien, como el respaldo de los demás defensores, solicitó la nulidad de todo lo actuado a partir inclusive de la audiencia de imposición de medida de aseguramiento ante el Juzgado de Control de Garantías, por cuanto no se les permitió ejercer el derecho de contradicción. 
Refirió el defensor, que cuando la Fiscalía sustentó probatoriamente la medida de aseguramiento, lo único que hizo fue limitarse a entregar una carpeta frente a la cual no era posible ejercer contradicción alguna. Recalcó que el derecho al debido proceso opera igualmente en las audiencias preliminares y que esa forma de proceder cercena toda posibilidad de confrontación propia de un sistema acusatorio como el que actualmente nos rige. 
A su entender, la Fiscalía estaba obligada a decir qué elementos probatorios existían en contra de sus protegidos y presentar los testigos correspondientes para ser contrainterrogados. No estaba en la obligación de revisar toda la carpeta y el juez no se la podía llevar para la casa. En síntesis: “no se puede ejercer el derecho de contradicción contra una carpeta, ni imponer una medida de aseguramiento con fundamento en una carpeta”.
1.4.- Al correrse traslado de esa petición a las demás partes e intervinientes, el Procurador Judicial expuso que el asunto ya se había ventilado ante el juzgado de control de garantías (en ambas instancias), razón por la cual no se debería volver a resolver. El Fiscal, por su parte, aseguró que la Fiscalía le corrió traslado del contenido de la carpeta a los defensores y en consecuencia no se ha violado el derecho de contradicción, por cuanto estaban en posibilidad de oponerse al cumplimiento de los requisitos legales en cada uno de esos actos probatorios. Las disposiciones no hablan de declaración, se refieren básicamente a elementos materiales probatorios, evidencias o información que puedan dar fundamento a la medida de aseguramiento.
1.5.- El juez de la causa, advertido de las razones de la petición, la despachó desfavorablemente con fundamento en: (i) el tema ya había sido debatido en su escenario natural: el juez de control de garantías; (ii) las normas referidas al tema por parte alguna mencionan la expresión “pruebas” por cuanto éstas sólo son las que se practican en el juicio oral; (iii) en las audiencias preliminares se presentan “principios de pruebas”, o una “prueba en su etapa incipiente”, o si se quiere, a un “proyecto de prueba”, consistentes en elementos materiales (objetos tangibles), evidencias físicas (seña, muestra o indicación). Para el caso de la información, ésta puede llevar a través de una declaración, una entrevista, o incluso un video. A todo ello “no se le debe exigir las formalidades propias del juicio oral”, sencillamente porque aún no se está en el juicio; (iv) las entrevistas no se encuentran excluidas como medios de información idóneos para extractar la inferencia razonable de autoría o participación; el Fiscal puede llevar al declarante o la entrevista, ambos son jurídicamente atendibles ante el Juez de Control de Garantías; (v) hace uso del contenido de la Sentencia C-1154/05, para significar que unos son los “elementos de conocimiento” para la imposición de medida de aseguramiento, en la cual se requiere una “inferencia razonable”, y otras las “pruebas” para demostrar la responsabilidad penal que exige plena certeza; (vi) en síntesis, exigir el contrainterrogatorio a quien rindió la entrevista, “es establecer un ritualismo que la normatividad no contiene para este estadio procesal”, cuando existen otros mecanismos de contradicción suficientes para el ejercicio del derecho de defensa y diferentes al contrainterrogatorio (pedir su exclusión por obtención ilegal, tacharlo, enunciar las contradicciones, criticar la credibilidad del elemento, la verosimilitud, la coherencia, la consistencia, su coincidencia con los demás elementos).
2.- El Debate

2.1.- Defensor de José René Valencia y Andrés Cuesta -recurrente-

Comienza diciendo que no existe problema en cuanto a la legalización de la captura y la imputación, pero sí en lo que hace con la imposición de la medida de aseguramiento. Esto, por cuanto la Fiscalía solicitó la medida de detención preventiva y para ello “se limitó a presentar una carpeta”. De su parte advirtió en ese instante que no iba a mirar la carpeta porque de esa forma no se permitía el ejercicio del derecho de contradicción.
El Tribunal al momento de decidir una acción de tutela en el presenta caso, manifestó que “el defensor renunció al derecho de contradicción”, pero él no lo ve así, porque no es que haya renunciado, simplemente “se le impidió ejercerlo adecuadamente” porque -a su juicio- la Fiscalía está en la obligación de mostrar una “fuente directa” de conocimiento.
El juez de conocimiento aseguró que como esto ya había sido objeto de definición ante los jueces de control (ambas instancias), entonces que ya no había lugar a controvertir no nuevo el tema; pero en su criterio, la defensa está facultada para pedir que esas entrevistas no se tengan en cuenta y se desestime la medida de aseguramiento. Esas violaciones a derechos fundamentales no pueden quedar así y hay lugar a preservar el “debido proceso”. Si a sus clientes los van a dejar privados de la libertad, que al menso sea con el agotamiento de todas las garantías.
La carpeta no puede ser objeto de impugnación. En contra de ANDRÉS CUESTA obran tres entrevistas y en contra de JOSÉ RENÉ dos; pero si no tuvo ocasión de conocerlas entonces no las puede debatir. Refiere que si el testigo es alguien protegido por la Fiscalía, por ejemplo, podría optar por aconsejar a sus clientes que acepten cargos para evitar más desgastes, pero como no sabe bien de quién se trata, no ve claro que sus protegidos se allanen. 
Estima que “no está obligado a leer la carpeta que le presentó la Fiscalía” y como tampoco se le dio lectura en el acto, entonces eso es suficiente para aniquilar la audiencia preliminar. Debe ser así porque entonces ¿cómo pide la exclusión si no se presentan las fuentes “indirectas” (el investigador que recepcionó la o las entrevistas) para poder contrainterrogarlo, dado que estamos en un sistema oral? Las personas la están deteniendo a través de entrevistas y estas “no son medios de prueba”.
De ser así, entonces la defensa también podría venir con “otra carpeta” llena de entrevistas y de igual modo tendría que dárseles validez; ¿qué pasaría entonces?, ¿serían tan válidas éstas como las otras?  

Se garantizó el derecho a la defensa pero “apenas de nombre” porque no pudo hacer nada, en cuanto no se le permitió el derecho de contradicción que “sólo se da por medio de un interrogatorio cruzado”. Y téngase en cuenta que lo único que pedía era hacer comparecer al testigo indirecto -el investigador que las recepcionó- con el fin de someterlo a ese contrainterrogatorio, u otra persona diferente para que al menos explique “de qué manera se obtuvieron”.
Las referidas entrevistas hablan de la responsabilidad penal, pero no dicen nada acerca de las exigencias que trae la ley para imponer medida de aseguramiento.

No es que se esté planteando un “mini juicio” como se suele decir en la práctica judicial, pero la realidad es que el juez no puede extraer de esa información “la prueba” para imponer la medida. Esas entrevistas se pueden leer, pero de allí no saca nada de lo que a la defensa le interesa para poder cumplir con su función; por ejemplo, ¿cómo conoce ese testigo al acusado? a efectos de demostrarle al juez que no es una persona digna de crédito.
En esos términos deja sustentada la indispensable anulación del trámite preliminar.

2.2.- Fiscal -no recurrente-
Se opone a la pretensión de la defensa porque no existen los presupuestos para anular. Comparte en un todo la posición asumida por el Juez de instancia.

Es falso que al defensor se le haya cercenado su derecho de contradicción, porque fue él quien se negó a mirar la carpeta, se negó a leer los elementos materiales probatorios debidamente descubiertos en la audiencia preliminar. El podía estudiarlos, constaban por escrito y de esa forma podía cumplir con los deberes asignados. 

Existen múltiples formas de controvertir la información aportada por la Fiscalía. Tan es así, que otro de los defensores que sí obró juiciosamente e hizo su trabajo, logró que el juez le diera la razón y de esa forma obtuvo que a su protegida no se le impusiera medida de aseguramiento. Eso ocurre día a día en las confrontaciones ante los Jueces de Control, no es extraño que los defensores se opongan con razones jurídicas y venzan argumentativamente al órgano Fiscal. En conclusión, considera que es totalmente factible que la defensa ejerza su derecho de contradicción en cada uno de los elementos probatorios presentados.
Es en la respectiva audiencia preliminar en donde se puede presentar lo pertinente para oponerse y no por medio de una petición de nulidad como aquí se está haciendo. El defensor no puede alegar su propia torpeza y se trata más bien de una “estrategia” que raya con el incumplimiento a los deberes de un abogado. En ello hay deslealtad, pero el juez no puede obligarlo a actuar diversamente, salvo que observe una falta absoluta de defensa técnica.
No era necesario presentar al testigo para que la defensa lo “descuere”; eso podrá hacerlo en el juicio, aunque los testigos también tienen derechos.

Por su parte cumplió, puesto que le presentó a la judicatura las entrevistas, los reconocimientos fotográficos, las labores de campo y de investigación que dieron sus frutos; todos ellos elementos de conocimiento suficientes para lograr el decreto de una medida de aseguramiento. Por parte alguna la ley le exige “aportar pruebas” como lo quiere el defensor; esas están reservadas para el juicio, entre las que se encuentran las declaraciones de los testigos directos, personas que no tienen por qué ser presentados en las preliminares para que los contrainterroguen.
2.3.- Defensores -no recurrentes-
2.3.1- De Viviana Valencia y María Fabiola Torres

Hace constar que la Fiscal ahora presente no es la misma de la audiencia preliminar de imposición de medida; en consecuencia, no puede refutar a la defensa en su condición de “reemplazante”.
No es verdad que la Fiscalía haya ofrecido la carpeta. En momento alguno expuso la prueba para poder controvertirla. La carpeta sí se les presentó, pero la controversia no puede hacerse frente a un documento, se requiere traer a los investigadores para contrainterrogarlos.
El defensor que ahora recurre sí exigió eso en el acto de audiencia, pero la Fiscalía no presentó al declarante. En tal sentido, pide ampliar la protección de estas garantías también a sus representados.
2.3.2.- De Jhon Jairo Correa y Jhon Fredy Ramírez

Entiende que las solicitudes de la Fiscalía deben ser sustentadas, y no “simples medios de conocimiento que no son pruebas”. Por parte del Tribunal se deben fijar parámetros para que se permita la contradicción efectiva a los defensores.

La carpeta es muy extensa y complicada de leer por su volumen; además, no todos tienen acceso a todo. Además, el sistema acusatorio exige que se traiga el medio de conocimiento adecuado y no que “se le tire a la defensa”. Para el caso en estudio, no es que el defensor recurrente haya renunciado a la defensa, sino que exigió lo que tenía que exigir.

También es partidario de la nulidad y que se haga extensiva a sus representados.
2.3.3.- De Jhon Jairo Vasco López

Hace constar que la audiencia de su cliente fue independiente a la de los demás comprometidos, pero por conexidad procesal fue investigado en un mismo proceso. No obstante, observó los registros y la carpeta a consecuencia de lo cual quedó asombrada por lo ocurrido y solicita del Tribunal la unificación de criterios, porque unos funcionarios hacen una cosa y otros otra. 

Para el asunto investigado, todos son meros dichos de una persona. No se sabe bien por qué aparece como testigo ese sujeto, acaso ¿le están pagando esa colaboración y le están aplicando un principio de oportunidad?, algo oculto -dice- debe existir en todo esto.

Su cliente también tiene derecho a la igualdad y en consecuencia se le debe cobijar con los efectos de la nulidad que aquí debe ser decretada.

2.3.4.- De Diana María Allileth Gutiérrez
Se une a la tesis del defensor recurrente, por cuanto el artículo 306 de la Ley 906 de 2004 es muy clara al indicar que los elementos materiales probatorios que se alleguen para solicitar la medida pueden ser controvertidos por la defensa. La norma es simple y eso se debe cumplir a través del contrainterrogatorio al testigo. 
Debe entenderse que la defensa no está solicitando la presencia de los entrevistados, sino del investigador que realizó esas entrevistas para poder por esa vía controvertir las entrevistas. Recuerda que aquí está en juego la libertad de varias personas y ese es un derecho sagrado.


2.3.5.- De Gloria Patricia Gutiérrez Gómez
Igualmente se une a la petición del recurrente, por cuanto se está violando el derecho de contradicción. Se les impidió interrogar a los entrevistadores.
Puede asegurar que esas personas que declaran en contra, no tienen vinculación alguna con los aquí involucrados. La Fiscalía es ciega, sencillamente hay sujetos que se están lucrando del Estado y no se da cuenta que todos son repetitivos, siempre dicen lo mismo y nada pasa. Están viviendo a costillas de toda la comunidad, es un verdadero negocio.
Está de acuerdo con la anulación con el fin de poder demostrar la inocencia de su defendida.

3.- La Decisión

Tiene competencia esta Corporación para conocer del recurso de apelación oportunamente interpuesto por parte habilitada para hacerlo, de conformidad con lo estatuido en el artículo 33 de la Ley 906 de 2004.
Nos encontramos en la audiencia de Formulación de Acusación, y dentro de ella la defensa ha presentado una petición de nulidad de todo lo actuado a partir inclusive de la audiencia de imposición de medida de aseguramiento, con fundamento en que supuestamente se le violó el derecho de contradicción al no permitírsele confrontar los elementos de conocimiento aducidos por el órgano Fiscal para sustentar su pretensión precautelativa. Muy específicamente, por haberse limitado a presentar una carpeta contentiva de entrevistas y reconocimientos fotográficos, sin traer a la audiencia preliminar las personas responsables a través de las cuales poder agotar un contrainterrogatorio. 

En esos términos, al Tribunal le corresponde resolver si en el período preliminar es suficiente con la presentación de elementos de convicción o medios de información consistentes en actas de entrevistas y diligencias de reconocimiento, entre otros, a efectos de sustentar una medida de aseguramiento; o, por el contrario, ello es insuficiente de cara a garantizar el derecho de contradicción y se requiere la presencia física de un declarante para contrainterrogarlo so pena de verse afectado el debido proceso. 
Observa el Tribunal que para dar claridad al tema objeto de controversia, se hace indispensable, en primer término, precisar que existen diferencias sustanciales en el manejo probatorio que se lleva a cabo en las audiencias preliminares ante el juez de control y el que se realiza en las audiencias públicas ante el juez de conocimiento en la etapa de juzgamiento. Las más esenciales son: 
UNO. En las audiencias preliminares no hay un debate acerca de la responsabilidad del imputado. La sentencia C-591 de nueve (09) de junio de 2005 fue clara a ese respecto cuando consignó:

“Es cierto que en este supuesto la facultad del juez de control de garantías no implica un pronunciamiento sobre las implicaciones que los elementos de prueba recaudados tengan sobre la responsabilidad del investigado ya que ésta será una tarea que se adelanta en el debate público y oral de la etapa de juzgamiento”. 

DOS. En las audiencias preliminares se introducen medios de conocimiento para informar al Juez de Control, en tanto en el juicio se incorporan pruebas. Al respecto es contundente la Corte, cuando en Sentencia de casación 26310 del dieciséis (16) de mayo de 2007, sostuvo:
“En efecto, la sistemática de la ley 906 de 2004 advierte que los elementos materiales probatorios y la evidencia física pueden tener una doble condición demostrativa: Como medio cognoscitivo -Libro II, Título III- que suple las necesidades probatorias del Fiscal para soportar las solicitudes propias de las audiencias preliminares que se tabulan ante el juez de garantías; e ingresar al juicio como pruebas dentro del objeto específico del mismo”
TRES. A lo efectuado en las audiencias preliminares ante el Juez de Control de Garantías se le conoce como “prueba preparatoria”, en contraposición a la “pruebas definitiva” que sólo tiene cabida en el desarrollo del juicio oral. Así se dejó consignado en la casación del once (11) de abril de 2007 -radicación 26128-:

“[…] en este sistema también impera el principio de prueba preparatoria, es decir, que los elementos materiales probatorios recaudados en la fase de investigación, deben repetirse, en algunos eventos, en la audiencia oral, para asegurar la oralidad, la publicidad, la controversia y la defensa.

CUATRO. A diferencia de lo que ocurre en la Ley 600 de 2000, en donde las pruebas practicadas en el sumario permanecen vigentes sin más trámites hasta el instante del juicio; ese principio de permanencia desapareció con la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004, porque el conocimiento somero que de las evidencias se ofrece en las preliminares, debe ser posteriormente perfeccionado en el juicio. La jurisprudencia nacional también ha sido reiterativa y concluyente en este sentido, como se puede apreciar en las decisiones del veinticinco (25) de abril de 2007 -radicación 27062-, dos (02) de septiembre de 2008 -radicación 24920-, y diecisiete (17) de septiembre de 2008 -radicación 30214-, cuando se dijo:
“[…] en esos regímenes operaba el principio de permanencia de la prueba, hoy expurgado de la novísima sistemática acusatoria –pruebas como tales solo son las que se practican en curso de la audiencia de juicio oral- […]”.
CINCO. El juez de control de garantías tiene la opción de solicitar, de oficio, esos medios de conocimiento, en tanto al juez de la causa le está vedado acceder a las pruebas de manera oficiosa. Basta citar la Sentencia C-396 de 2007:
“La simple ubicación de la norma demandada en el sistema jurídico procesal penal permitiría concluir que el intervencionismo probatorio está prohibido, en forma categórica, solamente para el juez de conocimiento, quien tiene a su cargo la dirección y manejo del debate probatorio entre las partes y, no para el juez de control de garantías, por lo que, no es acertado el argumento que expone el demandante para fundamentar la inconstitucionalidad por la indebida prohibición del juez de garantías para decretar pruebas de oficio”.

SEIS. El deber de descubrimiento sólo surge a la vida jurídica para la Fiscalía a partir de la audiencia de acusación, antes no; en consecuencia, en el período preliminar el órgano investigador sólo está obligado a enseñar lo que estime suficiente para obtener el propósito específico. El artículo 344 de la actual codificación procesal es claro cuando asegura: “Inicio del descubrimiento. Dentro de la audiencia de formulación de acusación se cumplirá lo relacionado con el descubrimiento de la prueba […]”; a su turno, el numeral 3° del artículo 125, estipula que es atribución de la defensa: “En el evento de una acusación, conocer en su oportunidad todos los elementos probatorios, evidencias física e informaciones de que tenga noticia la Fiscalía General de la Nación […]”. Finalmente y con idéntica redacción, el numeral 2° del artículo 142 del Código de Procedimiento Penal (en plena armonía con lo establecido en el último inciso del artículo 250 de la Carta, modificado por el artículo 2º del Acto Legislativo 03 de 2002), con respecto a los deberes específicos de la Fiscalía, exige el suministro de todos los elementos y evidencias, pero sólo “en el evento de presentarse escrito de acusación” y siempre “por conducto del juez de conocimiento”.

De todo lo anterior, la conclusión es evidente: no es lo mismo la presentación de los elementos materiales probatorios y las evidencias físicas ante el juez de control de garantías que ante el juez de conocimiento, no es por tanto admisible confundirlos, mezclarlos o intentar unificarlos, por cuanto las finalidades, las formas y las exigencias entre unas y otras son sustancialmente distintas.

Ello es perfectamente coincidente con las exigencias mínimas requeridas tanto para formular la imputación como para la solicitud de medida de aseguramiento, al tenor de los artículos 287 y 306 de la nueva codificación, cuando hablan de “inferencia razonable acerca de la autoría o participación”, y de la “indicación de los elementos de conocimiento necesarios para sustentar la medida y su urgencia”, norma ésta última que recibió el aval de la Corte Constitucional en Sentencia del C-1154 del quince (15) de noviembre de 2005 e hizo lo correcto el juez a quo al tenerla en cuenta en el instante de tomar la decisión (como en su momento también lo hizo la Juez Quinta Penal Municipal con funciones de control de garantías de esta capital).
En esos términos, en las preliminares si hay controversia probatoria, pero no bajo la perspectiva ineludible de un interrogatorio cruzado, sino en el terreno de la verificación de suficiencia acerca de si los datos preliminarmente obtenidos y que se espera sean ratificados en el juicio, son idóneos para soportar la medida precautelar. Asimismo, como quedó dicho, no se puede esperar que desfile todo el material que posee la Fiscalía, sólo el indispensable para llevar a la mente del juez la idea acerca de la necesidad de obrar acorde con lo pedido.
Es bien ilustrativo a este respecto, considera la Sala, lo atinente a la prueba pericial, porque téngase en cuenta que si de exigir agotar la prueba completa en las preliminares, como es el parecer de los defensores en el presente asunto, a efectos supuestamente de tener la posibilidad de una efectiva contradicción de las “pruebas”, entonces con igual rasero se tendría que decir que en las preliminares no sería suficiente con el mero informe pericial, sino que se tendría que hacer comparecer al perito para confrontarlo ante el Juez de Control de Garantías, lo cual traduciría a todas luces una exigencia impropia para el objeto que atañe a las audiencias preliminares.

Igual se tendría que hacer comparecer al perito morfólogo que elaboró el álbum fotográfico y/o al investigador que efectuó la diligencia de reconocimiento a efectos supuestamente de controvertir su validez, cuando de suyo se sabe que un análisis de las formalidades cumplidas en el acto hacen viable su confrontación con las exigencias de ley.
Otro tanto corresponde decir de las entrevistas, porque por supuesto que aunque ellas no son pruebas en sí mismas consideradas, sino medios de refutación y de allí precisamente su trascendental importancia, sí poseen un contenido que sirve de ilustración a lo que se supone dirá en el juicio el testigo como órgano de prueba directo en el momento de ser citado con tal finalidad. Ese contenido, es por supuesto un elemento cognoscitivo, una información válidamente obtenida, o si se quiere, una “prueba preparatoria” como lo ha dado en llamar la doctrina y la jurisprudencia, para que el Juez de Control de Garantías se forme su propia ilustración acerca del asunto en discusión y pueda adoptar su personal postura en cuanto a la necesidad de decretar una medida asegurativa.

Llama la atención del Tribunal, el que se haya expuesto por parte de algunos defensores, que no se está exigiendo la presencia del “testigo directo”, sino que basta la asistencia del “testigo indirecto”, es decir, aquél a quien le correspondió recepcionar la entrevista o del que tuvo conocimiento acerca de la forma en que todo esto se logró obtener, con el fin de someterlo al respectivo contrainterrogatorio. Con esa manifestación, se olvida que la regla es el contrainterrogatorio al testigo directo y sólo por vía de excepción es posible ese agotamiento a través del tercero encargado de su recepción (entiéndase “testigo de acreditación”), porque esta última posibilidad únicamente es procedente en aquellos eventos en los cuales el testigo principal no puede comparecer al juicio por alguna razón justificada, en cuyo caso se le tiene como “testigo no disponible” (cfr. artículo 438 C.P.P.). 
Como vemos, no es procesalmente viable que de buenas a primeras se supla la presencia del testigo principal por otro, sin que medie la comprobada imposibilidad de asistir por parte del primero.
De todas maneras, como bien lo expresó el Juez de instancia, la defensa no estuvo huérfana del poder de contradicción de esas entrevistas, porque el contenido puede ser estimado por todos, evaluado en su poder de convicción y veracidad primigenias. Sobre el tópico es atinado traer a colación lo que en alguna ocasión mencionó la Corte Suprema de Justicia al analizar las formas en que es posible ejercer en forma plena el derecho de defensa en tratándose de aquellos testimonios preconstituidos:

“...se ha dicho que también se conserva en altísimo grado la controversia si los sujetos procesales gozan de la probabilidad llana de problematizar la declaración con base en el acta de testimonio levantada con toda la legalidad, de analizarla como integrante y a la luz de todo el haz probatorio, de hacer ver al funcionario judicial el criterio de la “parte” sin cortapisa alguna y de acudir a las impugnaciones en pos de insistir en la propia opinión (las negrillas son nuestras)....el derecho citado no se  circunscribe al contrainterrogatorio de los testigos...pues ésta es sólo una de las distintas formas de poner en práctica la dialéctica probatoria...el derecho de contradicción es reductivo y que, por lo mismo, la única manera de efectivizarlo no es repreguntando al testigo, sino que existen otras, entre las cuales, criticar la declaración, no sólo aisladamente considerada sino con relación al resto del material probatorio... (Negrillas son nuestras)”
.

Para rematar, en el caso de la especie se tiene claro que fueron en realidad plurales los elementos demostrativos con los cuales contaba la Fiscalía y que los Jueces de Control de Garantías, tanto en primera como en segunda instancias, avalaron a efectos de soportar probatoriamente la medida de aseguramiento consistente en la detención preventiva intramural. 
Por todo lo hasta aquí consignado, la Sala no duda en concluir que hay lugar a ratificar la decisión adoptada en la primera instancia y en consecuencia se impone la no anulación del trámite adelantado en el período preliminar.

Así las cosas, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión apelada. 

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� C.S.J., casación penal del dos (02) de octubre de 2001. 
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